
LAS GARANTfAS DEL ACUSADO 

por Fernando Castcliaiios 

1. Los derechos del hombre en el decreto de Apatziitgán. Al 
pstudiar en estas páginas las garalztiai dcl acusado cn la Cows- 
tituciún de Apatzingán de 2814, aludimos a la acepciíiii usual 
del vocahlo garantia, como derecho de la persona, por ser tal, 
reconocido jurídicariiente en la Ley Suprema, no obstante que 
cn realidad la palabra entraiia la idea de aseguratniento efi- 
caz de un bien; por ende, desde este últiino punto de vista, 
iinicaniente constituye una verda<lci-a garautia el incdio por 
el cual se logra esa seguridad; pero la apariciijii del término 
en el vocabulario del derecho público -expresa el consti- 
tucionalista Carlos Sánchez Viariionte-, corresponde esacta- 
rnente al reconocimiento de la persona humana co~iio titular 
de la libertad y de los derechos que la forman. ' Claro está 
que en sentido estricto, la garantía consiste, según certera- 
niente aputita el jurista IIéctor Fix Zainudio, en un ntéiodo 
procesal para hacer efectivas las disposiciones, con lo cual se 
distingue con claridad entre el derecho subjetivo público cons- 
titucional y el medio de hacerlo efectivo. 

Los d~rechos del hombre son anteriores al recoiioci~~iicrito 
que de ellos hacen las constituciones; implican atributos iii- 
herentes a la persona Iiuinana por emanar de su riaturalez;r 
misma; con acierto dice el humanista Ilario de la Cueva, que 
integran la parte central y fundaiiiental dcl derecho consti- 
tucional, al describir al lzoinbre en lo que tiene [le estricta- 
mente personal, en cuatito hay en él de absoluto, y en su ns- 
pccto de ser social, representando el afán indomable de I«s 
Irombres, de proycciarse en la nación, en la hunianidad y en 
la historia, para cuiiiplir su esencia y su destiilo. Itidudal~le- 
mente las garatitíns individuales poseen, colno esencial con- 
tenido los dcrechos del hoiiil>re; la declaración de éstos en 
una carta política, significa su recoiiocirnietito en la suprenia 
Ir?.. 

1 Cfr. Los dterechos del howbrc en la reziolc~ció~t francesa, p. 75, 
Ed., de la Facultad de Dereclio de la UNAM. México, 1956. 
2 I$sfudio .sobre 10 j u ~ i ~ d i c ~ i ú n  con~tif~cio(m1 wte.vi~o+za, pul,lirado 

juntamente con la Jurkdicción constitucional de la libertad, de Mauro 
Cappeletti, Imprenta Uiiiversitarii, México 1961, trntlucciiin del mis- 
mo Héctor Fix Zaniudio. 

8 Cfr. Prólogo a la obra de Sánchez Viamonte antes citada, p. xxv. 
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La Constitución de Apatzingún, como es sabido, tuvo por 
fuente de inspiración el pliego en donde se contienen 23 prin- 
cipios, entregado al Congreso Constituyente por don José 
María Morelos y Pavón, ideario denominado Scntirnientos 
de la nación, aun cuando evidentemente el Decreto de 1814 
no podía substraerse a la decisiva influencia de la Dec1ar~- 
ción de los derechos del honzbre y del ciudadano de 1789, 
a raíz de la Revolución francesa, porque ésta posee entre sus 
notas peculiares, la de u~iiversalidad. "La democracia, coino 
forma y principios de gobierno y como idea de la libertad, ad- 
quirió un valor universal y absoluto, como un derecho inhe- 
rente a los hombres y como la única organización política 
compatible con la dignidad de la persona humana; se explica 
fácilmente que los artículos aprobados por la asamblea nacio- 
nal de mil setecientos ochenta y nueve sean primordialmente 
el ideario político y jurídico de la democracia, o si se prefiere, 
las fórmulas que engloban la filosofía política y jurídica que 
había elaborado Europa en el correr del siglo XVIII y que 
estuvo dirigido, no a un pueblo, sino a la humanidad.. . E n  
los años finales del siglo X ~ I I I ,  el propósito de universalidad 
que animó al pensamiento de Juan Jacobo y,a la Declaración 
de los derechos del hombre y del ciudadano, sirvió para 
provocar la agitación de las conciencias y la demanda en fa- 
vor de la independencia de las colonias españolas y constitu- 
yó, durante la guerra libertaria de la Nueva España, el idea- 
rio político, nunca olvidado por la posteridad, de nuestros 
libertadores." No es extraño, en consecuencia, encontrar en 
el Decreto de Apatzingán, plasn~ados los ideales de igualdad, 
libertad, seguridad y justicia que campean en la Carta fran- 
cesa como inestimable conquista de los anhelos más preciados, 
indispensables para la existencia [le la vida con un sentido 
efectivamente humano. 

1.a Constitución inspirada por Morelos supera, en cuanto 
a los derechos del hombre, a la gaditana de 1812, en cuya 
formulación la Nueva España estuvo representada. A pesar 
de sus excelencias, el Decreto de Ajatzingán, sea dicho de 
paso, omitió consagrar algunos de los principios dados al 
Congreso por Morelos, de entre ellos el relativo a la expedi- 
ción de leyes de carácter eminentemente social que "moderen 
la opulencia y la indigencia y de tal suerte se aumeiite el 
jornal del pobre, que mejore sus costumbres. aleje la igno- 
rancia, la rapiña y el hurto (Sentimiento 120); se olvidó 

4 Mario de la Cueva, prólogo a Los derechos del honibre en lo re- 
volución francesa, de Sáncliez Viamonte, pp. XXII y ss. ed., citada. 



taiiibién otro puiito elaborado por el misino patricio, con 
postcriorida<l a la redacción de los Senti~nientos de la nación: 

Deheii ta~iiliii.ti iiiutilienrse to<lnc las haciendas grandes, cuyos 
tcrreiios laboríos Ilaseri <le dos leguas clianda inuclio, porque rl 
beneficio positivo de la agricultura coiisistc en que iiiuclios sc dedi- 
quen car, separ;icii,ri a beneficiar un corto terrcno qiie pueden asis- 
tir cuii sii trabajo e i~xlustria, y no cii qiic un solo particul;ir teiign 
rnuclin esteiisi<iti <le tierras infructiferas esclavizando tnillnrrs de 
peiites par:, qiie I:is cultiveri por fuerza en la clase de gaíiaiies , i  

esclavos, iiinn~lo pueden 1i:icerlo coiiio propietarias dc un terruui 
liniita<lo con libertad y beneficio suyo y del píiblico. 

Eii resunien: E1 Decreto de Apat-i~igán considera los de- 
rechos iiaturales del hombre coino del mis  elevado rango, 
axiológicaniente superiores a toda institucióii, a tal extremo, 
que los erige en el fin iiiismo del Estado, scgún se despreii- 
de del artículo 24: 

Ln felicidad del pucblo y iie cada uno de los ciiidadarios, coii- 
sirte eii el goce clc In igiialdacl, seguridad, propiedad y libertad. 
La integra conserraciAri <le e t o c  <lereclios en el ohjeto de 1;i 

inctitucióti de los gobiernos y el Úiiico fin de las asociaciones 
politicas. 

Ahora bien, e11 el aspecto qiie nos interesa, evidenteiiieiite 
el Desreto de 181g contiene, entre los derechos del Iioinhre, 
las garantías del acusado correlativas al jus puaiendi estatal. 

2. El decreto de Apatzitcgán y el Pricifiio de le<jaIidari. 
Como es sabido, cl principio de legalidad en materia penal 
posee antigua raigambre; se coiiquistí> en Inglaterra en la 
Carta mogrl,la dc 1215 del rey Juan sin Tierra, en doride 
se prohibió la imposiciirti de penas sin previa ley; no obstaiite, 
cii general en el iiiuiido entero siguió imperan+ la :trbitra- 
riedad; gozaban los jueces y tribunales dq oinnimodas facul- 
tades y los iiidividuos eran perseguidos y castigados por he- 
chos iio previos legalniente. En 1764 aparece, aiiónimainente 
en Milán, el gran libro del joven César Boiiesn~ia, marqu4s 
de Ceccaria, denominado De los  dclitos y de las ficlins, eii 
el que su autor insiste en la iiecesi(1ad de establrcer en 1;i 

ley los delitos y su correspoiidie~ite sanción. Siii einbargo. 
fuc propianiente Francia con su Declaracióiz de los derc- 
clios del hoinhre y del ciudada?co de 1789, la difusora de 
tan importante principio. E n  la Caria niencionada quedi) 
definitivamente plasmada la garantía aludida, al establecer 



que nadie podia ser castigado sino a virtud de una ley an- 
terior al delito, la cual debía ser aplicada según el procedi- 
miento legal; se prohibió acusar, arrestar o encarcelar fuera 
de los casos señalados por las leyes. 

El Decreto de Apatzingún de 22 de octubre de 1814 se 
inspiró, a no dudarlo, entre otras fuentes, en la Declaracidn 
de los dcreclzos del hovnbre y del ciudadano en donde, a su 
vez, se advierte, como expresan los publicistas, el pensamieiito 
de universalidad de Juan Jacobo Rousseau. 

El articulo 21 de la Constitución de Apat~ingán, conteni- 
do en el capítulo ~v de la ley, prescribe: 

Sólo las leyes pueden determinar los cacos en que dek ser 
acusado, preso o detenido algún ciudadario. Este dis~ositivo con- 
sagra, a no diidarlq el principia contenido en la fbmiula <le Fcuer- 
bach nullu+>% cril,iefz nulln poene sine Icge. Evidentemente el prc- 
cepto a estudio itiipiica la necesidad de que las leses determinen 
no sólo las penas sino también los delitos; así debe entenderse 
iriterpretando la frase: "Sólo las leyes pueden determinar las 
casos.. ." 

Por otra parte dicho artículo 21, referente al principio de 
legalidad estricta en materia penal, hillase ligado iritimamente 
con los demás; nos referimos no sólo a los que comportan 
iin contenido penal específico (substantivo o procesal), sino 
a todos los que consagran derechos naturales del ser humano, 
singularmente a las garantías de igualdad y libertad. I<n 
nuestro suelo, antes de la llegada de los conquistadores, 
reinaba la desigualdad entre los individuos integrantes de 
los diversos señoríos. A la hora de la conquista tal situción 
no terminó, antes al contrario, se tornó iuis aguda al ponerse 
cn contacto el pueblo español con los núcleos aborigenes; 
los miembros de éstos fueron los siervos y los europeos los 
amos, por más que e11 la ley, justo es reconocerlo, quedó 
plasmado que los indios eran hombres libres susceptibles 
de elevarse mediante el estudio y el trabajo. Sin emhargo, la 
propia legislación colonial fomentó las diferencias (le castas. 
E n  el aspecto penal existió un cruel sistema intimidatorio 
para los negros, mulatos y otros, como tributos al rey, pro- 
hibición de portar armas y de transitar por las calles de noche, 
obligación de vivir con patrón conocido, penas de trabajo 
en minas Y de azotes. etcétera. Para los indios las sanciones 
eran más-benignas. 

Apenas iniciado por don Miguel Hidalgo y Costilla el mo- 
vimiento de Independencia en 1810, el 17 de noviembre del 



iriisiiio aiío, 2Iorelos decretó, cii su cuartel general del Agua- 
catillo, la abolicióri de la esclavitud, confirmando así el Dc- 
cvcto e.\-pedido eii \'allridolid, hoy Morelia, por el cura dc 
Dolores. 

No resulta exlraño, eri corisccuencia, que los consliliiyen- 
tes del 14 se preocuparan por íleterminar, en forina precisa, 
las garantías de igualdad y libertaíl (esta íiltiiria mutilndn 
por la intolerancia religiosa), garantias correlativas de la 
de estricta legalidad que nos ocupa, al entrañar el ~iiisrno 
tratamiento ante la ley para los delincueiites. IC1 articulo 13 
del Ilccl.efo de 1614 dispone: "Se  reputan ciudadanos de 
esta America todos los nacidos eri ella." El 19 dice: "1.a 
ley debe ser igual para todos..  . " En el 24 se lec: "1.a feli- 
cidad del puehlo y <le cada urio de los ciiidadanos consiste 
en el goce de la igualdad, seguridad, propiedad y libertad. . . " 
El artículo 40 consagra la libertad de prensa, a menos rluc 
entrañe alaques al dogma religioso, a la tranquilidad píiblica 
o al hoiior de los ciudadanos. 

3. La Pena en la carta de 1614. El  articulo 23 de la Cotis- 
tifiíción de Apatzingán, tambi6ii coinyrendido en el capítulo 
IV, establece: "La ley sólo debe decretar penas niuy iiece- 
s~ r i a s ,  proporcioiindas a los delitos I r  útiles a la sociedad." 
E1 precepto hace recordar las ideas altamente hunianitarias 
de César Beccaria, quien al reaccionar contra los sisteniai 
empleados en Europa y en geiieral en el mundo entero hasta 
fines del siglo XVIII ,  insistió en la independencia entre la 
justicia divina y la Iiunrana y en que el derecho a castigar 
tiene por base cl contrato social; que las penas deben ser 
públicas, prontas y iiecesarias, las ii~inirnas posibles, no han 
de ser atroces y su fijación ha de hacerse eri proporción al 
delito cometido. El fin de la pena, puntualiza Reccaria, radi- 
ca en evitar por parte del delincuente la comisión de nuevos 
delitos, así coiiio eii la ejernplaridad respecto a los deinás 
Iiombres. 

Seguraiiieiite cl Dccreto de Apntzinyán, en el precepto re- 
lativo, el cual se halla intimaniente ligado al 21 ya comen- 
tado, orientó la doctrina sobre la pena hacia el porvetiir y 
significó considerable adelanto, al plasmar la aspiración de 
que las petias se establezcan en las leyes y sólo las indis- 
pensables: "proporcionadas a los delitos y útiles a la socie- 
dad", expresiones estas demostrativas de que en la Consti- 
tución del 14 campean, si bien en germen, los postulados 
básicos de la moderna teoría de la pena, aun ciiando, claro, 
no se habla expresamente de la pena en función de la peli- 



grosidad del delincuente, criterio cuya aparición fue muy 
posterior a la confección de la Carta de Apatzingán. 

4. Las bases procesales en el ámbito penal en la Constitu- 
ción de Apatzingán. El  aspecto procesal penal en el De- 
creto de 1814, descansa en el contenido de los artículos 22, 
30, 31, último párrafo del 32, 166 y 184. E1 primero hállase 
en el capitulo IV; los tres siguientes en el v, denominado 
De  la igualdad, seguridad, propiedad y libertad de los ciuda- 
danos: el 166 en el xrr, llamado Del supremo gobierno y 
el último en el x ~ v ,  intitulado Del supremo tribtcnal de 
justicia. 

El primera de los mencionados preceptos establece: "Del~e 
reprimir la ley todo rigor que no se contraiga precisamente a 
asegurar las personas de los acusados", lo que equivale a la 
prohibición de aplicar tormento de cualquier especie, así co- 
mo de ejercer coacciíin alguna, así sea de carácter moral so- 
bre los inculpados. Este dispositivo es encomiable desde todo 
punto de vista e implica una reacción a los crueles procedi- 
mientos hasta eiitonces empleados para el tratamiento de los 
iniciados y muy especialmente para lograr confesiones, a 
veces falsas, es decir, relativas a hechos delictuosos 110 coine- 
tidos en realidad. 

Artículo 30: "Todo ciudadano se reputa inocente, mientras 
tio se declare culpado." E1 precepto reproduce el conocido 
principio general del derecho de que a nadie debe conde- 
narse sino cuando quede plenarnctite coiriprobada la con~isión 
del delito imputado: in dubio pro reo. 

El articulo 31 dispone: "Ninguno debe ser juzgado ni sen- 
tenciado, sino después de haber sido oído legaliiiente." Este 
precepto consagra la garantía de audiencia la cual, según 
expresa Ignacio Burgoa, es una de las inás importantes den- 
tro de cualquier régimen jurídico, por implicar la principal 
defensa de que dispone todo gobernado frente a actos del 
poder público, tendientes a privarlo de sus más caros derc- 
chos y de sus más preciados intereses. 

El articulo 32 establece la inviolabilidad del domicilio: 
"La casa de cualquier ciudadano es un asilo inviolable; sólo 
se podrá entrar en ella cuando un incendio, una inundacióii 
o la reclamación de la misma casa haga necesario este acto. 
Para los objetos de procedimiento criminal deberán proce- 
der los requisitos prevenidos por la ley." Como se advierte 
de la lectura del segundo párrafo del dispositivo transcrito, 

6 Cfr. Las garantías itidiaidwics, p. 389, 3* ed. Porrúa. 1961. 



el Decreto de 1814 contiene la, protección de la morada, aun 
tratándose del yrocediiniento peiial, en cuyo caso establece 
la necesidad de que los actos de autoridad se ajusten a las 
exigencias legales, evitándose así la invasió~i arbitraria del 
domicilio (nótese que el precepto utiliza el teriiiino "casa"). 

"No podrá el supreiiio gobierno: Articulo 166: Arrestar 
a ningún ciudadano eii niiigúri caso más de cuarenta y ocho 
horas, dentro de cuyo t6riiiino deberá remitir el detenido al 
tribunal cotripetente con lo que se hubiere actuado." IIuelga 
decir que el asegura~iiiento de una persotia, respecto (le ln 
cual se tienen datos que hacen presumir su responsabilidad 
en la co~nisión de un heclio reputa<lo como delictuoso, es en 
ocasiones iiidispetisable eti bien de la colectivid;~d; ésta sin 
eiiihargo, se ve hondame~ite lesiona<la cuando la autoridad, 
con el pretexto de la investigación, lleva al cabo detenciones 
arbitrarias I>or tierripo prolongado y a veces indefinido; por 
ende es plausible la previsicíii de los constituyerites del 14. 
Por otra parte, esta gararitia ligase estrechaiiiciite con la con- 
tenida eii el artículo 21, ya estudiado, referente a que sólo 
las leyes puedeii deterininar los casos en los cuales debe ser 
acusado, preso o detenido algún ciudadano. 

En el capítulo xrv se enmarca el artículo 181: "Habrá dos 
fiscales letrailos, uiio para lo civil y otro para lo criminal; 
pero si 13s circunstancias rio permitieren al principio que se 
nonihre m i s  que uno, éste desempeñará las fuiiciones de atn- 
hns <lestinos . . ." Ccgurarneiite esta nortiia representa el pri- 
mer aiiteccdente constitiicional de la institución del hfiiiisterio 
Público. De acuerdo con el articulo 188 del Decreto a estudio, 
para el iioriibrainiento de los fiscales rige lo mandado por 
el precepto 158, relativo a la designación de secretarios de 
Estado: "Por la priiiiera vez tionibrari el Congreso los se- 
cretarios del siipreiuo gobierno, mediante escrutiriio en que 
haya csanicii de tachas y a pluralidad absoluta de votos. Eii 
lo de a(lt.la~ite liará este iiornbramiento a propuesta del misnio 
supreino goliieriio, quieii la ~erificará dos meses aiites que 
se cumpl;i cl t6rriiino (le cada secretario." De conformidad 
coi1 In parte fitial dcl articulo 184, los fiscales "funcionaráii 
por espacio de cuatro años". Según el precepto 194, los fis- 
cales quedan sujetos al juicio de residenci;~. 

5. I.as gaiantíns riel acilsarlo er~ la constitución (le Ajat.  
:i~?gÚn en relacidn coiz la constitf*ción general de la refiúhlica 
d r  1917. 1 3  DI-crcto de 1814 coinporta eii su articulado el 
reconocimiento <le los derechos fu~ldan~eiitales del hoiiihre 
y en cste sentido henios hablado de yarantias; sin embargo, 



a diferencia de nuestra vigente Carta politica de 1917, carece 
de medio alguno directo para asegurar el respeto de tales 
derechos, por lo que en consecuencia, y de acuerdo con lo 
expresado ya al inicio de este breve ensayo, la declaración 
de esos derechos no es, en sentido estricto, un co~ijunto de 
garantias, porque éstas consisten, según se ha apuntado, en 
los métodos procesales para lograr la efectividad de las nor- 
mas relativas. Mas con esa acepción dada al reconocimiento 
de los derechos naturales del ser humano, evidentemente per- 
viven, en el Código politico de 1917, las garantias constitu- 
cionales en favor del acusado de la Carta de Apatzingán. Los 
constituyentes del 14, hombres de sil tiempo tuvieron el ntó- 
pico pensamiento de la época, en el sentido de que bastaba 
consagrar en la ley suprema los derechos del hombre, a ma- 
nera de dogmas, para asegurar su inviolabilidad por parte de 
los depositarios de la autoridad y del mando. 

Nuestra vigente Constitución contiene indudableiiiente eti 
favor del acusado la garantía de legalidad, que hunde sus rai- 
ces en el Decreto de Apatsingán. Dicha garantía, como se 
ha anotado en otra parte, recoge el principio nullicm crimen 
nulla poena sine lege, o su equivalente ltzllla pocna, nu l l f~r ,~  
delictunt sine lege. Ya quedri transcrita la fórmula del cons- 
tituyente de 1814, del precepto número 21; su correspondien- 
te en e! Código politico actualtnetite en vigor, encutntrase en 
el tercer párrafo del articulo 14: "En los juicios del orden 
criminal queda prohibido imponer, por simple analogía y aun 
por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por 
una ley exactamente aplicable al delito de que se trata." 

La igualdad de todos ante la ley (por supuesto muy prin- 
cipalmente en el ámbito penal), declarada en los artículos 
9, 24 y 25 del Decreto de Apatziugán, hállase plasmada en 
la carta fundamental de 1917 en los marcados con los nú- 
meros 1, 2, 12 y 13. El primero dispone: "En los Estados 
Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantias 
que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restrin- 
girse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones 
que ella misma establece." La carta vigente habla de "todo 
individuo", mientras el Decreto del 14  dispone que la ley 
debe ser "igual para todos". 

El artíc~tlo 2 del Código politico de 1917 preceptúa: "Está 
prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. 
Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional 
alcanzarán, por ese solo hecho, su libertad y la proteccioti 
de las leyes." Eti el Decreto se declara que la felicidad de! 
pueblo y de cada uno de los ciudadanos cotisiste en el goce 
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de la "'rjualdail, seqliridad, propiedad y libertnd". 1 1  12 de 
nuestra ley suprenia dispone: "En los Estados Unidos Me- 
xicanos no se cotlcederán titulos de nobleza, ni prerrogativas 
y lionorcs hereditarios, ni se dará efecto algurio a los otor- 
gados por cualquier otro país." El 25 del Decreto refitrese 
a que "niiigún ciudatlano podrá ol~teiier ~i iás  ventajas que 
las que haya iiierecitlo por serricios hechos al Kstndo . . ." 
Dispone igualineiite que no se trata de titiilos coinunicablcs o 
hereditarios. Fiii;iltiiente, coiifirma la garantía de ii.ualdad el 
13 de nuestra actual Co~istituciúii, cuando esiahlece: "Nadie 
11uede ser juzgado por leyes privativas tii por tribunales 
especiales. Ninguna persona o corporacihn puede tener fiie- 
ro, iii gozar niás emolun~etitos que los que sean conipensa- 
ción de servicios públicos y estéii fijados por la ley. Siih5iste 
el fuero de guerra para los delitos y faltas contra 1:i disci- 
plina iiiilitar; pci-o los tribunales niilitares en nitigúii caso y 
por iiiiigún rnotivo, podrári exiender su jurisdicción sobre 
personas que no perteiiezcan al ejército. Cuando en un dc- 
lito o falta del orden niilitar esluviese coinl>lica<lo un paisa- 
no, cotiocerá del caso la autoridad ci7-il qiie corresponda." 

Con rclaii<jn a las garantías del acusado de naturaleza 
procesal, ya henios diclio que se consagran en la Carta de 
Apat ,- ingh en los articulos 2, 30, 31, 32, 166 y 184. 

El 22 del Ilccreio dc 1811 en doiide se prohibe el empleo 
de todo rigor que no se co1itr:iii.a :il asegurnniieiito de los 
acusados, enriquécese eil la Constituciúii vigerite eti diversos 
preceptos, de etitre los cuales se dcstacari los siguientes: 18, 
19 iiltiriio párrafo, 20, fraccioiies rr, vrr y x y 22 párrafos 
priiiiero. El 18 dispone: "Shlo por delito que iiierezca pcria 
corporal habrá lugar a prisiún preventiva. ISI sitio de esta 
será distinto del que se destinare para la extinción de las jle- 
~ i a s  y estarin completamente separados. Los gobiertios d: la 
fecleracióti y de los Estados orgatiizarán, eri sus respectivos 
tc,rritorios, el sistema penal -coioliias, peiiitcnciarias o prc- 
sidios- sobre la base de trabajo como mrdio de regenera- 
ciúri"; el úitiiiio párrafo del 19 establece: "Toilo nialtrata- 
riiiento en la aprehensión o en las prisiones; toda molestia que 
se iiifiera sin niotiro legal; toda gabela o contribucihn en las 
cárceles, son abusos que serán corregidos por las lcyes y rc- 
lxiiiii<los por las autoridades"; la fraccibn 11 del 20 precep- 
túa: "No podi-5 ser compelido a declarar en su coritra, por 
lo cual queda rigurosainentc prohibida toda incoiniinicación 
o cualcluier otro medio que tienda a arluel objeto"; la VII del 
misino articulo dice: "Le serán facilitados todos los datos que 
solicite para su defensa y que consten en el proceso"; la x 
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dispone: "En ningún caso podrá prolongarse la prisión o 
detención, pur falta de pago de honorarios de defensores 
o por cualquier otra prestación de dinero, por causa de res- 
ponsabilidad civil o algún otro motivo análogo. Tampoco po- 
drá prolongarse la prisión preventiva por más tiempo del 
que cotiio tiiáximo fije la ley al delito que motivare el pro- 
ceso. E n  toda pena de prisión que imponga una sentencia, 
se computará el tiempo de la detención". E1 párrafo primero 
del 22 expresa: "Quedan prohibidas las peiias de tnutilación 
y de infainia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de 
cualquier especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes 
y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales." 

E l  articulo 30 de la Cunstituciúfz dr Apatzingáfz, relativo 
a que todo ciudadano se reputa inocente mientras np se de- 
clare ciill>ado, encuentra correspondencia en el, Cód?go poli- 
tico de 1917 en el articulo 14, que exige previo ~uicio para 
la afectación de ciertos bienes jurídicamente protegidos. El 
párrafo relativo dice: ". . . Nadie podrá ser privado de la 
vida. de la libertad o de sus propiedades, posesiones o dere- 
chos sirio mediante juicio seguido ante los tribunales previa- 
mente establecidos, en el que se cumplan las formalidades 
esenciales del procediinieiitu y conforiiie a las leyes expedi- 
das coi1 anterioridad al hecho." 

El 31 de la Carta del 14, sobre la garaiitía de audieiicia. 
encuéntrase regulado en el segundo párrafo del articulo 14 
de la carta federal en vigor: "En los juicios del ordeti 
criminal queda prohibido imponer, por sii~iple analogía y aun 
por mayoría de raz6n, pena alguna que no esté decretada por 
la ley exactainetite aplicable al delito de que se trata." La 
garantía de audiencia en nuestro actual precepto cotistitu- 
cional no se destaca en forina expresa. pero se desprende del 
párrafo transcrito; dicha garantía, afirma Ignacio Burgoa, 
se integra a su vez con cuatro garantías de seguridad jurídica: 
a )  previo juicio; b )  ante tribunales previamente establecidos; 
c)  observancia <le formalidades procesales esenciales; y, d )  
conforiiie a leyes expedidas con anterioridad. En la Carta 
de 1814 se alude de iiiodo expreso a que "ninguno debe ser 
juzgado, ni seritciiciado, sino después de  haber sido oido 
legalmente". 

La garantia protectora del don~icilio, destacada en el ar- 
ticulo 32 de la ley de 1814, encuentra acogida eii la parte 
primera del 16 de la Carta de  1917: "Nadie puede ser iiio- 
lestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesio- 

Cfr. Las garantias indiz,idtraies, p. 397, 3. cd. Porriia, 1961. 



nes, siiio en virtud de mandamiento escrito de la autoridad 
conipetente, que fiindc y niotive la causa legal del procedi- 
miento." IGi el Dccrcto de Apat:ingÚn, cotiio en otro lugar 
se anota, ~xljresamente reficrense a la protección de la "rara", 
aun coi1 niotivo del pr«cedirniinto penal, al exigir el precepto 
relativo, en su últitna parte, e1 cuniplimiento de los requisi- 
tos señ:ilados por la ley; en la Constitiición vigente consistcii 
en iiiandamieiito escrito de autoridad competente, sobre 
hases legalcs y niolivos reconocidos tanibi&n jurídicarriente. 

Ya eii l>á~i~iasaarileriores quedó transcrito el articulo 166 
de la Cunst7tnción de ilpat-ingáit, relativo a la proh'il~icióii 
para el Suprenio Gobieriio de efectuar arrestos por más de 
cuarenta y ocho horas, dentro [le cuyo térinirio debía el dete- 
nido ser puesto a <lisposición del tribunal conipetcnte. El 16 
de la vigerite Carta wzaglza dice cii su segunda parte: "No 
poclrá librarse ni~iguna orden de apreheiisión o dctericióri, :i 
rio ser por la autoridad judicial si11 que precetln deriuncin, 
acnsaciiíti o querella de u11 hecho deterininado que la ley cas- 
tigue con pena corporal, y siti que estPn apoyidns ac1uCllns 
por declaracióti, bajo protesta, de persona digna de fc  o por 
otros datos que hagan probable la responsabilidad del incul- 
pado, hecha escepcióii de los casos de flagrante delito en rjiic 
cualquiera persona pueda aprehender al dcliricurnte y a sus 
córiiplices, ponién~lolos siti demora a disposicióri de la auto- 
ridad intiiecliata. Solamente en casos iir:eiites, cuando no 
haya eri el lugar iiinguiia autoridad ju<licial y tratándose (le 
delitos que se persiguen de oiicio, podri la autorida(1 adrni- 
tiistrati~a, [>ajo su más estrecha responsabilid;~~l. decretar 1;t 
detención de u11 acusado, poiii411dolo inmediatamente a dis- 
posiciíin <le la autoridad ju<licial.. ." El 19, cn 1 1  parte pri- 
niera expresa: "Nitlguna deteiición podrá exceder del ter- 
tiiirir~ (le tres clias siti que se justifi~lue con uri auto de foriii;il . - ,  ~>I-ISI<III . .  ." 1.a fracción SI-rrr del artículo 107 [le la iriis- 
nin Cor>stitiici<iii de 17 rlispotie en cl peniiltinio pávrafr>: 
"Tairibiéri serh consigrindo a In autoridad o agente <le elh. 
el que, rrnlizada una aprehensión no pusiere :il deteriido n 
clis~~osicióii <le su juez. dentro de las veinticuatro horas .;i- 
jiuientes." Por otra parte, el 21 faculta a la autoridad adiiii- 
nistrativa 1i;tra arristnr, por infracciones a los reglaiiiciitos 
girbcrriativos y de policin. por treinta y scis horas y hasi? 
por quince días si el in£r;rctor dejare de cubrir la multa irii- 
puesta. 

Se ha iiidicado antes que el atitececlente remoto ile la 
;ictiial iristitución del hliriisterio Público puede encotitrarse 
cri el articiilo 184 del Decreto dr Apat:ingán; sin embargo, en 



la Carta de 1814 se hace depender a los fiscales del Supremo 
Tribunal de Justicia; además, no se señalan sus facultades: 
por ende, propiamente no es dable hallar un precepto de la 
Constitución en vigor correspondiente del 184 de la de Apat- 
zingán, sino que puede11 mencionarse todos los relativos al 
Ministerio Público (21, 73, 89, 102, 107). 

6. Consideración final. En relación con el tema tratado, 
podemos expresar, a modo de corolario, que e! Decreto cons- 
titucional para la libertad de la América Mexicana, del vein- 
tidós de octubre de mil ochocientos catorce, representa, a pe- 
sar de que no estuvo en vigor, el reflejo de los anhelos del 
insigne patricio don José María Morelos y Pavón, sin duda 
el caudillo más egregio de nuestra guerra de Indepeiidencia; 
su clara visión hizo que se esforzara por dotar al movimiento 
de unidad y de legalidad y por ello organizo el Congreso de 
Chilpancingo, cuyos trabajos culminaron con la Co~stitució?~ 
de Afiatzingán en la cual, como se ha visto, figuran los de- 
rechos del hombre (entre ellos las garantías del acusado), 
como soporte y fin primordial de las instituciones sociales. 
Llama la atención advertir que el Decreto hace depositario al 
pueblo de la soberanía iiacional, a través de los tres poderes. 

Morelos, inspirador genuino de la Carta de 1814, sugirió 
cuestiones de gran sencillez, pero de elevado sentido humano; 
su preocupación constante fue la elaboración del Decreto; 
cori razón dice el publicista Felipe Tena Ramírez, que por 
salvar al Congreso, a quien había sacrificado todo, hasta su 
gloria militar, Morelos perdió la libertad y la vida. 

En  cuanto a la materia objeto de estas Iítieas, puede afir- 
niarse que la Constitz~ción de Apatzkgán contiene los prin- 
cipios básicos sobre las garantías del acusado, capaces de 
haber permitido establecer un derecho penal colmado de sen- 
tido humano, así como un derecho procesal penal con toda 
la majestad de la justicia pleno de seguridad para el acu- 
sado y, por ende, orientado al logro del bien en el gregario 
vivir. 


